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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 11284 REAL DECRETO-LEY 6/2006, de 23 de junio, 

sobre pensiones excepcionales derivadas de 
atentados terroristas.

En el marco de la singular y constante atención hacia 
las víctimas del terrorismo que ha inspirado las actuacio-
nes normativas de todos los Gobiernos democráticos 
para instrumentar un amplio sistema de protección de 
cuantos han sufrido la violencia terrorista, se adopta el 
presente Real Decreto-ley para dar respuesta a las necesi-
dades derivadas de situaciones familiares de convivencia 
que ya han tenido su reflejo en normas precedentes.

La especial atención del Alto Comisionado de Apoyo a 
las Víctimas del Terrorismo a los requerimientos presenta-
dos por los afectados ha permitido detectar la existencia 
de supuestos individualizados en los que las normas 
generales impiden otorgar prestaciones que resulta razo-
nable conceder.

En concreto, en la normativa aplicable en materia de 
pensiones extraordinarias motivadas por actos de terro-
rismo, ni el Sistema de la Seguridad Social ni el Régimen 
de Clases Pasivas del Estado prevén que puedan ser 
beneficiarios las personas que, aun manteniendo análoga 
relación de afectividad, no tuvieran la condición de cón-
yuge del fallecido por esta causa. En este supuesto, exis-
tiría un número de afectados por los atentados terroristas 
que no podrían acceder a esa pensión extraordinaria 
sobre la base de su estado civil, es decir, por no constar 
vínculo matrimonial con el causante de la pensión.

Esta situación está resuelta en las ayudas a las vícti-
mas del terrorismo contempladas en diferentes Leyes de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social y en 
la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de Solidaridad con las 
Víctimas del Terrorismo.

Por ello, razones de justicia material y equidad acon-
sejan adoptar las medidas pertinentes para que las perso-
nas que se encuentran en la situación descrita, puedan 
acceder a una pensión excepcional, cuya justificación es 
la identidad del hecho causante en relación con los res-
tantes afectados por los atentados que ya han accedido a 
las correspondientes pensiones extraordinarias como víc-
timas de atentados terroristas.

La condición de beneficiario de las medidas excepcio-
nales previstas en el presente Real Decreto-ley se exten-
derá en el futuro a quienes acrediten fehacientemente 
haber convivido con una persona fallecida a causa de un 
atentado terrorista, siempre que dicha convivencia consti-
tuyese una relación de afectividad análoga a la del matri-
monio y se hubiera producido de forma permanente 
durante, al menos, los dos años anteriores al momento 
del fallecimiento, manteniéndose para los mismos, como 
fecha de efectividad, la entrada en vigor de este Real 
Decreto-ley.

La necesidad extraordinaria de atender a las víctimas 
de forma urgente y suplir la antedicha falta de cobertura 
normativa de manera apremiante son los supuestos prin-
cipales y determinantes que habilitan al Gobierno para 
acudir al procedimiento legislativo extraordinario del Real 
Decreto-ley.

En su virtud, en uso de la autorización conferida en el 
artículo 86 de la Constitución, a propuesta de la 
Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de la Pre-
sidencia, del Vicepresidente Segundo del Gobierno y 
Ministro de Economía y Hacienda y del Ministro del Inte-
rior, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 23 de junio de 2006, 

D I S P O N G O :

Artículo 1. Pensiones excepcionales.

1. En atención a las circunstancias especiales que 
concurren en el fallecimiento de las personas y de los 
beneficiarios que a continuación se relacionan, se reco-
noce pensión excepcional a favor de:

D. Jesús Antonio Muñoz Díaz-Delgado (08979244K), 
como beneficiario de D.ª M.ª Pilar Cabreajas Murillo.

D. Francisco de la Torre Jimeno (51949982C), como 
beneficiario de D.ª Beatriz Díaz Hernández.

D. Carlos Alberto Rendon Melo (X5670276V), como 
beneficiario de D.ª Gloria Inés Bedoya Gloria.

D. José Luis Sánchez San Frutos (08998021F), como 
beneficiario de D.ª Marion Cintia Subervielle.

D.ª Eva María Girón Sánchez (33509228E), como bene-
ficiaria de D. Carlos Soto Arranz.

D. Andrés Hernández Gil (02176771M), como benefi-
ciario de D.ª María Paz Criado Pleiter.

D.ª Bárbara Morales García (07251465W), como bene-
ficiaria de D. Javier Garrote Plaza.

D. Víctor Rodríguez Aparicio (3851900R), como benefi-
ciario de D.ª Inés Novellón Martínez.

D.ª Miriam Carramolino Olivares (6254153Q), como 
beneficiaria de D. Abel García Alfageme.

D.ª Ana M. de Fátima Romero Ortiz (X4113864S), como 
beneficiaria de D. Oswaldo Cisneros Villacís.

D.ª María Dolores Quintanilla García (13045968T), 
como beneficiaria de D. Manuel Fuentes Pedreira.

D.ª María de la Luz Dos Santos Verissimo (44130748G), 
como beneficiaria de D. José Álvarez Suárez.

D.ª Silvia Oliva Muñoz (25706775C), como beneficiaria 
de D. Miguel Ángel Ayllón Díaz-González.

D.ª Encarnación Carrillo Villen (72570129T), como 
beneficiaria de D. Manuel Indiano Arzaustre.

D.ª Carmen Romero Ruiz (28902847N), como benefi-
ciaria de D. Antonio Muñoz Cariñanos.

D.ª Monserrat Morales Almarcha (1999682P), como 
beneficiaria de D. Rafael Leyva Loro.

D.ª Pilar del Valle Álvarez Navarro (02526890H), como 
beneficiaria de D. Jesús Rebollo García.
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D.ª Ana María Fernández Cubero (14948139W), como 
beneficiaria de D. José Santana Ramos.

2. En el caso de causantes encuadrados en algún 
Régimen de Seguridad Social Público, la cuantía de la 
pensión excepcional reconocida en el presente Real 
Decreto-ley se determinará y se percibirá según la norma-
tiva aplicable a las pensiones de viudedad por actos de 
terrorismo en el Régimen de que se trate.

En el caso de que no se dé la circunstancia contem-
plada en el párrafo anterior, la cuantía de estas pensiones 
será equivalente al triple del Indicador Público de Renta 
de Efectos Múltiples en cómputo anual vigente en cada 
momento.

3. Las pensiones mencionadas en el apartado ante-
rior se percibirán en doce mensualidades ordinarias y dos 
extraordinarias que se devengarán el primer día de los 
meses de junio y diciembre.

4. Estas pensiones tendrán efectos económicos 
desde el primer día del mes siguiente a la entrada en 
vigor del presente Real Decreto-ley y estarán sujetas al 
mismo régimen jurídico que las pensiones extraordina-
rias de viudedad derivadas de actos de terrorismo.

5. La percepción de estas pensiones será incompati-
ble con la de las pensiones ordinarias o extraordinarias 
que pueda reconocer cualquier régimen público de pro-
tección social básica, siempre que deriven de los mismos 
hechos y sujeto causante.

6. Las pensiones reguladas en este Real Decreto-ley 
no serán transmisibles y se extinguirán en los supuestos 
de pérdida de aptitud legal del beneficiario previstos en la 
legislación correspondiente.

Artículo 2. Procedimiento.

El órgano competente en cada caso procederá, a ins-
tancias del Ministerio del Interior, al reconocimiento de 
las pensiones establecidas en el artículo anterior.

Disposición transitoria única. Concurrencia de benefi-
ciarios.

Las cuantías de las pensiones excepcionales calcula-
das en función del Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples y reconocidas en este Real Decreto-ley se mino-
rarán en los importes que vengan percibiendo otros bene-
ficiarios del mismo causante y por los mismos hechos, 
mientras estos últimos mantengan el derecho a la percep-
ción de las mismas.

En todo caso, a los beneficiarios incluidos en el pre-
sente Real Decreto-ley se les garantiza la percepción de 
una pensión equivalente al Indicador Público de Renta de 
Efectos Múltiples vigente en cada momento.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo establecido en este Real 
Decreto-ley.

Disposición final primera. Habilitación de desarrollo.

Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones 
sean necesarias para la aplicación y desarrollo de este 
Real Decreto-ley.

Disposición final segunda. Créditos.

De conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, se adoptarán 
los acuerdos necesarios para habilitar los créditos que 

sean precisos para atender las cuantías de las obligaciones 
que se derivan de la aplicación de este Real Decreto-ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 23 de junio de 2006.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 
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por el que se adoptan medidas urgentes en el 
sector energético.

La Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del sector eléc-
trico, estableció un mecanismo general de retribución a la 
generación eléctrica basado en los precios de mercado y, 
en su Disposición transitoria sexta, un mecanismo com-
plementario y transitorio, los costes de transición a la 
competencia (CTCs), con el objetivo de facilitar la transi-
ción desde un entorno regulatorio planificado a uno com-
petitivo en el que la recuperación de las inversiones 
dependería solo de la rentabilidad de las mismas.

Sin embargo, el mecanismo de los CTCs ha devenido 
ineficiente, en primer lugar, porque generan distorsiones 
en los precios de mercado al ser integrados como deter-
minantes en las estrategias de oferta; en segundo lugar, 
porque han quedado obsoletas las hipótesis sobre las que 
se basaron los cálculos de los CTCs al promulgarse la Ley; 
por último, los informes disponibles revelan un alto grado 
de amortización de las instalaciones afectadas. En suma, 
se trata de un mecanismo innecesario y distorsionador 
que requiere una urgente supresión, lo que se lleva a 
cabo mediante la derogación de la mencionada Disposi-
ción transitoria sexta.

No obstante, es preciso preservar los regímenes conte-
nidos en ella de incentivo al consumo de carbón autóctono 
y de apoyo a las instalaciones singulares que desarrollan 
planes específicos de especial relevancia tecnológica. Esta 
necesidad se refleja en el contenido del art. 1 quince del 
presente Real Decreto-ley.

Por otra parte, la Ley 54/1997 establece las bases de la 
regulación relativas al régimen especial y, en concreto, 
fija la necesidad de autoconsumo eléctrico de las plantas 
que utilizan la cogeneración; prima solamente los exce-
dentes eléctricos de las instalaciones de menos de 10 MW, 
y establece una banda de retribución, entre el 80% y 
el 90%, de la tarifa media para las instalaciones del régi-
men especial.

El desarrollo de la política de fomento de la eficiencia 
energética, en sintonía con los principios y criterios de la 
Directiva 2004/8/CE, relativa al fomento de la cogenera-
ción sobre la base de la demanda de calor útil en el mer-
cado interior de la energía, y la plena eficacia de las actua-
ciones de apoyo a la generación eléctrica con fuentes de 
energía renovables hacen necesario que se retribuya ade-
cuadamente toda la electricidad cogenerada con indepen-
dencia del tamaño de las instalaciones y que se dote de 
mayor flexibilidad a la política de establecimiento de pri-
mas e incentivos a la producción de energía eléctrica del 
régimen especial.

El establecimiento urgente de un régimen jurídico 
claro e incentivador en esta materia favorecerá los nece-
sarios desarrollos normativos pendientes que permitirán 


